Acceso del Ciudadano a la Información

Sobre la Actuación de la Administración Pública

I.- Introducción:
El acceso de la ciudadanía a la información sobre el actuar de la Administración Pública se ha convertido en los últimos tiempos en tema de gran trascendencia.  La invención de nuevos mecanismos tecnológicos de información ha contribuido a la creación de canales de comunicación entre los seres humanos cada vez más expeditos.  Ello ha colocado al administrado en posición de poder saber que hacen sus gobernantes.

 Los ciudadanos deben de estar informados sobre la actuación de sus aquellos, ya que de esa manera se contribuye a la conducción del aparato estatal.

El presente trabajo  se estructura en atención a la legislación de Costa Rica en la que existe una gran cantidad de normas sobre el acceso a la información de los administrados, como parte de un régimen democrático republicano.

Se comienza de un análisis de las normas de la Constitución Política.  Se pasa después a completar aquellas con los instrumentos de derechos internacional, la legislación nacional, incluyendo los reglamentos y circulares.

Finalmente, se indican los proyectos de ley que se han tramitado en la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica.

Vale acotar que hemos citado literalmente los artículos que contienen las normas sobre el análsis, para su mejro comprensión, sin pretender abarcar la totalidad de la legislación.  

II.-  Aspectos Concretos sobre los Términos de Referencia de la Consultoría.

 
Este aparte se estructura en atención a las interrogantes planteadas a partir del punto 3.4 del documento que contiene los términos de referencia de la presente investigación.  El cuestionario ha sido contestado utilizando la legislación nacional, la interpretación que ha hecho la Sala Constitucional de la República de Costa Rica y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

3.4.a 

En el ordenamiento jurídico costarricense existen una serie de disposiciones que consagran el acceso ciudadano a la información sobre la actuación de la administración pública como un derecho que puede ejercerse en relación con todo tipo de entidades o personas que cumplen funciones públicas o que manejan recursos públicos. 

La Constitución Política, vigente desde el 7 de noviembre de 1949, es punto de partida de estas disposiciones, como norma de jerarquía superior en el ordenamiento jurídico costarricense.  

Allí, se refleja la intención del constituyente para contribuir a la interacción de la administración y el ciudadano en la formación de la voluntad estatal,  y como una modalidad en la prevención de la corrupción, ya que toda actividad del funcionario publico es de evidente interés público
.


El artículo primero del texto constitucional establece:

"Artículo 1.- Costa Rica es una República democrática, libre e independiente."

Se consagra el principio democrático que se conecta con el resto de los preceptos constitucionales, garantizando a todos los ciudadanos el derecho de participación.

 La democracia, tal y como se concibe modernamente, no se agota en el derecho de elegir y ser elegido, sino que va más allá dando una participación activa al ciudadano en el control del poder político.  La delegación de poder que hace el ciudadano en sus representantes no conduce a su desentendimiento de los asuntos públicos que le interese.  Por ello, se puede decir que este artículo alcanza todo el ordenamiento jurídico costarricense como derecho de las personas a estar informadas sobre las actividades de las entidades públicas.


En este orden de ideas el artículo 26 ídem expresa:


"Todos tienen derecho a reunirse pacíficamente y sin armas, ya sea para negocios privados, o para discutir asuntos políticos y examinar la conducta pública de los funcionarios. 

Reuniones en recintos privados no necesitan autorización previa. 

Las que se celebren en sitios públicos serán reglamentados por la ley".
Este numeral otorga el derecho de los ciudadanos de reunirse, entre otros,  para examinar la conducta de los funcionarios públicos, lo que esta íntimamente relacionado con el tema que nos ocupa. 

Por su parte el artículo 27 del mismo texto señala: 

"Se garantiza la libertad de petición en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho de obtener pronta respuesta"

Este artículo es claro al señalar la obligación del funcionario público o entidad pública de responder la petición que se haga, incluida la de información pura y simple que se le solicita sobre su actuación, entendida como un asunto de interés público.

 La oportunidad en que debe ser brindada la información se relaciona con el artículo 32 de la Ley No. 7128 de 18 de agosto de 1989, publicada en el Diario Oficial No. 166 de 1 de setiembre de 1989 (Ley de la Jurisdicción Constitucional), con rige a partir de su publicación, normativa de la que nos ocuparemos en otros apartes. Este numeral ordena un plazo de diez días hábiles para dar respuesta a la solicitud de información, salvo que hubiere otro plazo para contestar. Este lapso rige a partir del recibo de la petición por parte de la oficina pública. El derecho se ejerce solo ante funcionarios públicos y debe hacerse por escrito, ya que la jurisprudencia constitucional no ha admitido otra modalidad. La información puede ser solicitada tanto por las personas físicas o jurídicas. 


Este derecho es solamente limitado por el secreto de estado, que se mencionara en el siguiente artículo.

En efecto, el artículo 30 constitucional establece que: 

 "Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.

Quedan a salvo los secretos de Estado."

Esta disposición contiene el derecho de toda persona de obtener información referente a la actividad de las entidades públicas, permitiendo que acuda a los departamentos administrativos con ese fin. 

Los ciudadanos tienen acceso a la información que se encuentra en esas dependencias con tal que se trata de interés público y los funcionarios están en la obligación de permitir el acceso a ella, ya sea que se encuentre en documentos escritos o sistemas electrónicos, salvo que se trate de asuntos que tengan relación con la seguridad, defensa o relaciones exteriores de la Nación. 

 Ello es lo que se ha llamado por la jurisprudencia constitucional el secreto de Estado
. 

 Este derecho lo puede ejercer también cualquier persona, ya sea física o jurídica, cuando lo requiera en los horarios y la forma que lo dispone las normas infraconstitucionales. 

El secreto de Estado se desarrolla en Ley número 6227, denominada "Ley General de la Administración Pública", publicada en el Alcance número 90 a La Gaceta número 102 de 30 de mayo de 1978, con rige seis meses después de su publicación.

"Artículo 273. No habrá acceso a las piezas del expediente cuyo conocimiento pueda comprometer secretos de Estado o información confidencial de la contraparte o, en general cuando el examen de dichas piezas confiera a la parte un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente."

La prohibición que refiere la citada norma, fuera de los secretos de Estado, tiene relación con el interés privado y no público, pues pensar lo contrario la convertiría en inconstitucional por violación del derecho contenido en el artículo 30 constitucional.

El fundamento constitucional de esta limitación de acceso a la información de carácter privado, pero en posesión del Estado, se encuentra en el artículo 28 Constitucional.  

Por su parte el artículo 50 párrafo segundo dispone en lo conducente: 

" Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Por ello, está legitimada para denunciar actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.  El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho.  La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes".


Al establecer este párrafo la garantía de que el Estado defenderá y preservará el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, es necesario relacionarlo con el principio número 10 de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Declaración de Río. 

 Allí, se tratan las cuestiones ambientales con la participación de todos los ciudadanos dándoles el acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente. 

El tema es desarrollado en la Ley número 7554, denominada "Ley Orgánica del Ambiente", publicada en La Gaceta número 215 de 13 de noviembre de 1995, con rige a partir de su publicación, que señala:

"Artículo 24.-  Consulta de Expedientes

Los criterios técnicos y los porcentajes de ponderación para analizar los estudios de impacto ambiental por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, deben ser de conocimiento público."

Con el mismo sentido, el artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente dispone:

"El Estado y las Municipalidades, fomentarán la participación activa y organizada de los habitantes de la República, en la toma de decisiones y acciones tendientes a proteger y mejorar el ambiente."  

También, el numeral 35 del Reglamento a esa Ley, Decreto número 25705-MINAE, denominado "Reglamento sobre Procedimientos de la Setena",  publicado en La Gaceta número 11 de 16 de enero de 1997, con rige a partir de su publicación, regula:

"La SETENA determinará previa valoración de las situaciones implicadas en el desarrollo de cada proyecto, la necesidad o no, de una audiencia pública."

3.4.b


El análisis se ha realizado de conformidad con la fuente, el número de artículo y la fecha en que han entrando en vigencia las leyes que regulan el derecho de acceso a la información.

3.4.c

Nuestra legislación nacional establece el derecho a todo ciudadano a estar informado periódicamente.  Un ejemplo claro de esta periodicidad se encuentra en los artículos 14, 15 y 16 de la Ley número 7558 de 3 de noviembre de 1995, denominada "Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica", publicada en el Alcance número 55 a La Gaceta número 225 del 27 de noviembre de 1995, con rige a partir de su publicación.

Estas normas refieren a la obligación de la institución bancaria de brindar informes al público de sus cometidos en la estabilidad interna y externa de la economía nacional.

"Artículo 14.- Publicaciones

El Banco Central de Costa Rica suministrará al público la información que tenga en su poder sobre la situación económica del país y la política económica. Como mínimo, el Banco:

 a) Publicará, dentro de los primeros quince días hábiles de cada mes, un balance general de su situación financiera, que comprenderá un amplio detalle de su activo y pasivo al último día hábil del mes anterior. Incluirá un detalle de las cuentas a las que se refiere el artículo 11 de esta ley. Los balances, las cuentas y los estados del Banco serán firmados por el Gerente y refrendados por el Auditor Interno. Si este no los refrendare, deberán ser publicados con las observaciones pertinentes. Ambos serán responsables de la exactitud y la corrección de estos documentos.

 b) Publicará, durante el mes de enero de cada año, el programa monetario que se propone ejecutar durante el año, e indicará en él sus metas semestrales. Además, publicará, dentro de los primeros treinta días naturales de cada semestre, un informe sobre la ejecución del programa monetario y las modificaciones que se propone introducir en el semestre siguiente. También publicará cualquier modificación del programa monetario que realice durante el semestre, a más tardar una semana a partir de que el acuerdo de modificación sea declarado en firme por la Junta Directiva.

 c) Pondrá a disposición del público, dentro de los primeros ocho días hábiles de cada mes, por medios escritos y sistemas electrónicos, un informe de las operaciones cambiarias realizadas por el Banco y, separadamente, las realizadas por el conjunto de entes que participan en el mercado cambiario. Esto incluirá los montos de las compras y ventas de divisas, según su origen y destino.

 d) Publicará, mensualmente, un resumen estadístico de la situación económica del país, que incluya, por lo menos, información de producción, precios, moneda, crédito, exportaciones, importaciones y reservas internacionales brutas y netas. El Banco establecerá y publicará la metodología que usará para elaborar este resumen estadístico, así como los cambios que realice en la metodología.

 e) Pondrá a disposición del público, por medios escritos y sistemas electrónicos, la información diaria sobre los tipos de cambio que rigieron durante el día anterior, en cada uno de los entes autorizados para participar en el mercado cambiario, así como el tipo de cambio promedio que rigió el día anterior en los entes autorizados. Para hacer este último cálculo, el Banco establecerá y publicará la metodología que usará, así como los cambios que haga en ella 

 f) Publicará, durante los meses de enero y julio, un informe de la evolución de la economía en el semestre anterior. Se autoriza al Banco Central para cobrar el costo de las publicaciones y de cualquier otro medio que utilice para divulgar información económica. El Banco está obligado a guardar la confidencialidad de la información individual que le suministren las personas físicas y jurídicas.

Artículo 15.- Publicación de acuerdos.

 Sin perjuicio de lo establecido por la Ley General de la Administración Pública, el Banco publicará, con propósitos informativos, en el diario oficial y en sistemas electrónicos, los acuerdos de la Junta Directiva que sean de interés general y, principalmente, los siguientes:

 a) Los acuerdos que determinen o modifiquen los tipos de cambio y las tasas de redescuento e interés que computará el Banco en sus operaciones.

 b) Los acuerdos que se refieren a la determinación de los encajes mínimos, de los límites máximos cuantitativos para las carteras de los bancos y las demás normas que se apliquen para el control del Sistema Financiero del país. 

c) Los acuerdos de carácter general referentes a las actividades cambiarias y monetarias del país, que tengan aplicación para la regulación de la moneda, el crédito, el medio circulante y la economía nacional.

Artículo 16.- Publicación de la memoria anual 

 Dentro de los primeros tres meses de cada año, el Banco Central publicará una memoria anual en la cual dará a conocer su situación financiera y las operaciones que hubiere efectuado en el curso dei año anterior. Esta memoria deberá contener, por lo menos, lo siguiente:

 a) Una relación analítica de la situación financiera del Banco, de sus operaciones, resultados económicos y demás actividades internas durante el año en referencia. 

b) Una exposición resumida del desarrollo de los principales acontecimientos económicos monetarios, financieros y bancarios del país en ese año.

c) Un análisis explicativo de la política monetaria, cambiaria y crediticia seguida por el Banco en ese lapso y, además, los cuadros numéricos, gráficos y anexos estadísticos que se consideren convenientes y el texto completo de las disposiciones legales dictadas durante el periodo que se reseña, en relación con las funciones y las operaciones del Banco y con sus actividades en la economía de Costa Rica."

Los artículos transcritos son de aplicación al sistema bancario nacional, tanto público como privado.   

3.4.d

Existe en nuestro ordenamiento jurídico la obligación de la administración pública de poner a disposición de los interesados, las instrucciones y circulares que ella dicta, sin embargo, no el requisito de exhibir el contenido de las competencias de un ente público.  Así, el artículo 125 de la Ley General de la Administración Pública dispone:

"1. Las instrucciones y circulares internas deberán exponerse en vitrinas o murales en la oficina respectiva durante un período mínimo de un mes y, compilarse en un repertorio o carpeta que deberá estar permanentemente en disposición de los funcionarios y de los administrados. 

2. La infracción a la anterior clasificación carecerá de todo efecto, pero el desconocimiento del valor y jerarquía de los actos arriba establecidos producirá nulidad absoluta. 

En este aparte también se incluye el artículo 15  de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, arriba citado.

3.4.e

Mediante la Ley número 8003 de 8 de junio del 2000, la Asamblea Legislativa reformó el artículo 11 de la Constitución Política, para establecer la obligación de la Administración Pública de publicar los informes necesarios que reflejen el desempeño de su actividad. 

Así, el párrafo segundo del numeral 11 de la Constitución Política dispone:

"... La Administración Pública en sentido amplio, está sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes.  La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones publicas."

Quedará para el desarrollo legislativo, si la rendición de cuentas será periódica o habrá otro tipo de desarrollo de esta norma, como lo es un lenguaje asequible a todos los gobernados, sobre el cumplimiento de los cometidos institucionales.    

Actualmente en lo atinente a la obligación de publicar informes sobre el desarrollo de las funciones de la Administración Pública, la Ley número 7794, denominada "Código Municipal", publicada en La Gaceta número 73 del 16 de abril de 1998, con vigencia a partir de esta misma fecha, expresa en su artículo 177:  

"Cada tres meses, el concejo municipal de distrito, por medio de su ejecutivo distrital, informará sobre el movimiento de ingresos y egresos a la municipalidad del cantón al que pertenece y especificará las obras en ejecución y en proyecto.  Una copia del informe se enviará a la Contraloría General de la República. "

La normativa municipal contiene únicamente el dato que contempla el aparte 3.4.e.iii, referente al monto de los recursos públicos ejecutados, y que de ello deberá enviar el respectivo informe a la Contraloría General de la República. 

También aplica para este apartado, lo indicado sobre la obligación del Banco Central de Costa Rica, de publicar periódicamente la información atinente al estado económico de la Nación.  

3.4.f

Existe por parte de la Administración Pública, la posibilidad de publicar, a través de medios oficiales o privados de amplia difusión, y con antelación de diez días, a la fecha de su expedición, los proyectos de regulaciones que pretenden adoptar mediante actos de carácter general, relacionados con requisitos o formalidades que rigen las relaciones entre los particulares y la Administración o que se exigen a las personas para el ejercicio de sus derechos y actividades.  De este modo, la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 de mayo de 1978, citada arriba, expresa en el numeral 361 que:

"1.- Se concederá audiencia a las entidades descentralizadas sobre los proyectos de disposiciones generales que puedan afectarlas.

2.- Se concederá a las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo afectados por la disposición la oportunidad de exponer su parecer, dentro del plazo de diez días, salvo cuando se opongan a ello razones de interés público o de urgencia debidamente consignadas en el anteproyecto.

3.- Cuando, a juicio del Poder Ejecutivo o del Ministerio, la naturaleza de la disposición lo aconseje, el anteproyecto será sometido a la información pública, durante el plazo que en cada caso se señale".

 Se concluye que la Administración, puede conceder a los grupos organizados o corporativos la respectiva audiencia, para que en uso del plazo establecido en la norma, puedan pronunciarse respecto de los requisitos o formalidades que pretenderá regular la normativa y que a futuro entrará a regir su relación con el Estado.  Quedan exceptuadas las situaciones de interés público o de urgencia debidamente consignadas. Mas aún, este principio está consignado en el Reglamento de la Asamblea Legislativa, publicado en La Gaceta número 65 del 5 de abril de 1994, con rige a partir de su publicación, dispone: 

"Artículo 116.   Publicación de documentos con el proyecto. 

El Presidente de la Asamblea Legislativa, por iniciativa propia o a solicitud de los diputados puede hacer publicar con el proyecto, cualquiera de los documentos pertinentes que lo acompañen."

"Artículo 130.  Referencia a la publicación.   

Cada proyecto de ley que recomiende una comisión, en sus considerandos deberá hacer referencia al número y fecha del Diario Oficial, en el cual se publicó el proyecto original respectivo.  Si el proyecto no ha sido publicado, así debe indicarse."

De los anteriores numerales, se interpreta la obligación de publicar en medios oficiales y con la antelación necesaria, los proyectos de ley que afecten las relaciones del Estado con los particulares, y que tengan relación con el ejercicio de sus derechos y actividades.    

3.4.g

En el artículo 124 de la Constitución Política se establece: 

" Todo Proyecto para convertirse en ley debe ser objeto de dos debates, cada uno en distinto día no consecutivo, obtener la aprobación de la Asamblea y la sanción del Poder Ejecutivo, y publicarse en el Diario Oficial, sin perjuicio de los requisitos que esta Constitución establece para casos especiales. …"

El requisito de publicación en el Diario Oficial es indispensable para la validez de las leyes.  También, el artículo 240 de la Ley General de Administración Publica, señala:

"1.- Se comunicarán por publicación los actos generales y por notificación los concretos.

2.- Cuando un acto general afecte particularmente a persona cuyo lugar para notificaciones esté señalado en el expediente o sea conocido por la Administración, el acto deberá serle también notificado".

La norma de cita obliga a publicar en el Diario Oficial  los actos generales, pero no prevé la posibilidad de hacerlo por mecanismos electrónicos o a través de medios privados de amplia difusión. 

La omisión de publicitar los actos de carácter general, lo convierte en absolutamente nulo.  No otra cosa podría interpretarse del artículo 247 del mismo texto legal que señala: 


" La comunicación hecha por un medio inadecuado, o fuera del lugar debido, u omisa en cuanto a una parte cualquiera de la disposición del acto, será absolutamente nula y se tendrá por hecha en el momento en que gestione la parte o el interesado,  dándose por enterado, expresa o implícitamente, ante el órgano director competente." 

3.4.h

La legislación nacional no establece que los actos de carácter general que deban publicarse, estén disponibles para el público a través de los mecanismos de difusión electrónica.  Sin embargo, el artículo 6 bis de la Ley No. 7333, denonimada "Ley Orgánica del Poder Judicial",  de 5 de mayo de 1993, publicada en el Alcance número 24 a la Gaceta número 124 del 1 de julio de 1993, sí prevé tal posibilidad para otro tipo de actos, propiamente los judiciales. En ese sentido la normativa dispone:

"Téndran validez y eficacia de un documento original, los archivos de documentos, mensajes, imágenes, bancos de datos y toda aplicación almacenada o transmitida por medios electrónicos, informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o producidos por nuevas tecnologías, destinados a la tramitación judicial, ya sea que contengan actos o resoluciones judiciales. Lo anterior siempre que cumplan con los procedimientos establecidos para garantizar su autenticidad, integridad y seguridad".


De igual manera, el artículo 193 de la Ley No. 7557, denominada "Ley General de Aduanas" publicada en la Gaceta número 212 del 8 de noviembre de 1995, con rige a partir de su publicación, señala:


"Artículo 193.- Utilización de sistemas informáticos

Para la presentación de recursos, gestiones y la notificación de actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas, podrán utilizarse sistemas informáticos debidamente autorizados". 

Finalmente, el Decreto Ejecutivo No. 25116 MP-MICIT, publicado en La Gaceta número 91, de 14 de mayo de 1996, declara de interés nacional el desarrollo de una plataforma de comunicación (Internet), como un medio para crear una red nacional que permita a las instituciones del Estado, de educación superior e investigación, enseñanza primaria y secundaria, a las de salud y a las distintas organizaciones que prestan servicios de interés público, tener un instrumento de comunicación y de acceso a la información en el ámbito nacional e internacional. Se establece el sistema GobNet y se crea la Comisión Organizadora y Administradora de GobNet. 

3.4.l

La legislación nacional establece que toda persona tiene derecho a solicitar información o a consultar y obtener copias de los documentos referentes a la actuación de entidades o personas que cumplen funciones publicas o que administren recurso del Estado.

Dicho derecho es de fundamento constitucional y se refleja en diferentes leyes como lo hemos venido mencionado en los apartes precedentes. La única salvedad, tratándose de información de interés público, es lo concerniente a los secretos de Estado, según examinamos. 

También citamos que la solicitud de información debe ser  por escrito, aunque se apliquen nuevas modalidades de remisión (facsímil, correo electrónico o certificado y a través de internet).  El plazo para la respuesta es el dispuesto en el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional supracitada.

Igualmente las reglas sobre la consulta o examen de documentos en horas de despacho al público se resaltan en los apartes precedentes.

3.4.j

El principio de gratuidad en el acceso a la información tiene sustento constitucional, porque no se puede pensar en un Estado democrático que imponga cargas para el ejercicio de este derecho.  Nuestra legislación no es clara sobre ese tema, por lo que debe aplicarse aquel principio. 

La ley número 1536 denominada "Código Electoral", publicada en la Gaceta de 10 de diciembre de 1952, con rige a partir del 14 de enero de 1953 y reformada mediante ley número 7653, publicada en La Gaceta número 246 de 23 de diciembre de 1996, con rige a partir de su publicación, expresa:

"Artículo 162- Las publicaciones que este Código ordena se harán siempre en "La Gaceta", gratuitamente."

Se consigna la gratuidad para la información que brinda el Tribunal Supremo de Elecciones en el ejercicio de su actividad.

No obstante, tratándose de la reproducción de documentos mediante el sistema fotostático, las instituciones públicas trasladan el costo al administrado, pero la información puede ser brindada en diskettes o enviada al casillero electrónico sin ningún recargo.

En ese sentido la ley número 6545, denominada " Ley de Catastro Nacional", publicada en La Gaceta número 73 de 15 de abril de 1981, con rige a partir de su publicación, indica:

"Artículo 32.- A solicitud de cualquier interesado, el Catastro Nacional debe expedir copia de los planos, documentos e información técnica que consten en sus archivos, previo pago de los derechos y gastos que procedan." 

Por su parte, la ley número 7600, denominada "Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad", publicadda en La Gaceta número 102 de 29 de mayo de 1995, con rige a partir de su publicación, expresa:

"Artículo 5.-  Ayudas técnicas y servicios de apoyo.

Las instituciones públicas y las privadas de servicio público deberán proveer, a las personas con discapacidad, los servicios de apoyo, y las ayudas técnicas requeridos para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes."

 "Artículo 7. Información. Las instituciones públicas y las privadas que brindan servicios a personas con discapacidad y a sus familias deberán proporcionar información veraz, comprensible y accesible en referencia a la discapacidad y los servicios que prestan."

De la inteligencia de estas dos normas pareciera que se le debe proporcionar al discapacitado todo el apoyo para que ejerza su derecho de información sobre la actividad de las instituciones públicas, incluyendo el acceso a documentos por el mecanismo de fotocopiado.

3.4.k

La negativa de las instituciones públicas a proporcionar información contenida en documentos públicos debe ser motivada debidamente, como toda resolución de los funcionarios públicos.

De este modo, la Ley General de Administración Pública dispone:

"Artículo 274.- La decisión que negare el conocimiento y acceso a una pieza deberá ser suficientemente motivada. Cabrán contra la misma los recursos ordinarios de esta ley."

Esta norma describe per se la posibilidad de acudir ante la instancia superior para que decida sobre la negativa a proporcionar información. La inoponibilidad del carácter reservado de la información no es procedente en los términos que mencionamos sobre el secreto de Estado.  En todo caso, si se mantiene la negativa de la administración, el gobernado tiene la vía de amparo constitucional para hacer valer sus derechos.  

3.4.l

Sobre la reserva legal de un documento y la posibilidad de consulta del mismo por cualquier ciudadano, luego de vencida, el artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública dispone:  

"1.  No habrá acceso a las piezas del expediente ... .

2. Se presumirán en esta condición, salvo prueba en contrario los proyectos de resolución, así como los informes para órganos consultivos y los dictámenes de éstos antes de que hayan sido rendidos."

Respecto de los expedientes judiciales que se tramitan en el Poder Judicial, la ley número 7637, denominada "Ley de Notificaciones, Citaciones y Otras Comunicaciones Judiciales", publicada en La Gaceta número 211 del 4 de noviembre de 1996, con rige a partir del 1 de noviembre de 1996,  dispone en el artículo 18:

 "Autorízase a abogados, estudiantes y egresados de Derecho, debidamente identificados, y asistentes de los abogados acreditados en el expediente, para revisarlo y fotocopiarlo.  El horario para fotocopiar será el que rige para el funcionamiento de los Tribunales de Justicia.  Al respecto, se prohibe la imposición de horarios distintos.

El fotocopiado de documentos y asistentes en el Registro Nacional, deberá realizarse en el horario de esta entidad.  Al respecto se prohibe imponer otros horarios.

Para cumplir con ese servicio, se autoriza al Poder Judicial y al Registro Nacional para contratar, conforme a la Ley de Contratación Administrativa, la concesión de ese servicio.  Se dejará sin efecto cualquier disposición, legal o reglamentaria, que otorgue exclusividad, preferencia o monopolio".
Esta norma ha de interpretarse con la prohibición del artículo 9 de la ley número 7333, denominada "Ley Orgánica del Poder Judicial", publicada en el Alcance número 24 a La Gaceta número 124 del primero de julio de 1993, con rige seis meses a partir de su publicación,  dispone:

"Se prohibe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial:

2.- Facilitar o coadyuvar, de cualquier forma, para que personas no autorizadas por la ley ejerzan la abogacía, o suministrar a éste datos o consejos, mostrarles expedientes, documentos u otras piezas.

Será destituido de su cargo, el funcionario o empleado que incumpla lo establecido en los inciso 1 y 2 de este artículo".

También en sentido similar la ley número 7594, denominada "Código Procesal Penal", publicada en el Alcance número 31 a La Gaceta número 106 del cuatro de junio de 1996, con rige el primero de enero de 1998.

" Artículo 151. Copias, informes o certificaciones

Si el estado del proceso no lo impide, ni obstaculiza la normal sustanciación, el tribunal podrá ordenar la expedición de copias, informes o certificaciones que hayan sido pedidos por una autoridad pública o por particulares que acrediten legítimo interés en obtenerlos."

En ese mismo cuerpo normativo se encuentra:

"Artículo 295. Privacidad de las actuaciones
El procedimiento preparatorio no será público para terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus representantes. 

Los abogados que invoquen un interés legítimo serán informados por el Ministerio Público sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados o detenidos que existan, con el fin de que decidan si aceptan participar en el caso.  

Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar secreto.  El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave."”

"El Artículo 296. Secreto de las actuaciones

Si el imputado no está privado de su libertad, el Ministerio Público podrá disponer, sólo una vez y mediante resolución fundada, el secreto total o parcial de las actuaciones, por un plazo que no podrá superar los diez días consecutivos, siempre que la publicidad entorpezca el descubrimiento de la verdad.  El plazo podrá prorrogarse hasta por otro tanto, pero, en este caso, cualquiera de los nombrados, sus defensores o mandatarios podrán solicitar al tribunal del procedimiento preparatorio, que examine los fundamentos de la disposición y ponga fin a la reserva.  

A pesar del vencimiento de los plazos establecidos, cuando la eficacia de un acto particular dependa de la reserva parcial de las actuaciones, el Ministerio Público podrá solicitar al Juez que disponga realizarlo sin comunicación previa a las partes, las que serán informadas del resultado de la diligencia."

Consideramos que, las normas citadas son lo suficientemente expresas, por lo que es innecesario hacer algún comentario adicional a manera de colofón.  

3.4.m

Nuestra legislación contenía una disposición que otorgaba la exclusividad a los profesionales en las ciencias de la comunicación, de informar y de publicar sus investigaciones.  La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Jusiticia amplió esa función social a toda persona como una manifestación de la libertad de expresión e información. La jurisprudencia constitucional
 ha dotado a cualquier interesado de la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras.  

Las autoridades deben proteger tanto a los periodistas como a cualquier otro interesado en la búsqueda de la información porque se trata de un derecho constitucional, otorgado a todos los ciudadanos, según lo hemos visto. Este acceso a la información puede ser restringido únicamente en los casos de secretos de Estado.

 Sobre la responsabilidad en el ejercicio de la libertad de expresión y de información se aplica lo dispuesto el artículo 29 de la Constitución Política, así como el numeral 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Estos artículos señalan los siguiente:  

"Artículo 29. Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y del modo que la ley establezca."
Numeral  13 párrafo 2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 

"2. El ejercicio del derecho previsto ...”

Estos numerales han de interpretarse en conjunto con lo dispuesto por la Ley número 32 de 12 de julio de 1902 y sus reformas, denominada "Ley de Imprenta", el Código Procesal Penal citado y el Código Penal, este último aprobado por la ley número 4573, con rige un año a partir de sus publicación.

3.4.n

Si existen, en sentido general, normas que establecen medidas o consecuencias, producto del incumplimiento de las normas sobre el suministro de informaciones o documentación concerniente a la actuación de las entidades o personas que cumplan funciones públicas o administren recursos públicos.  

La "Ley de la Jurisdicción Constitucional", establece esta obligación en los artículos 32, cuando dispone: 

"Artículo 32.-  Cuando el amparo se refiera al derecho de petición y de obtener pronta resolución, establecido en el artículo 27 de la Constitución Política, y no hubiere plazo señalado para contestar, se entenderá que la violación se produce una vez transcurridos diez días hábiles desde la fecha en que fue presentada la solicitud en la oficina administrativa, sin perjuicio de que, en la decisión del recurso, se aprecien las razones que se aduzcan para considerar insuficiente ese plazo, atendidas las circunstancias y la índole del asunto." 

De esta manera, a pedido de un particular, puede reclamar ante la Jurisdicción Constitucional el suministro de informaciones o de documentación de interés público.  Si la autoridad recurrida se niega a suministrarlo, sea por negativa expresa o por omisión de resolver, la Sala Constitucional al analizar el mérito del recurso de amparo, y al estimar la acción por el quebrantamiento a los artículos 27 y 30 constitucionales, debe ordenar su inmediato cumplimiento fijando un plazo prudencial, para ello.  Esta ley, establece esa obligación en los artículos 49 párrafo tercero, y las consecuencias del incumplimiento a una resolución de la Sala, en los numerales 50, 71 y 72, lo siguiente:

"Artículo 49.-

Cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de un acto o una omisión, la sentencia ordenará realizarlo, para lo cual se otorgará un plazo prudencial perentorio.  Si se hubiere tratado de una mera conducta o actuación material, o de una amenaza, se ordenará su inmediata cesación, así como evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante.

…"

"Artículo 50.- 

Si al declararse con lugar el amparo hubieren cesado los efectos del acto reclamado, o éste se hubiere consumado en forma que no sea posible restablecer al recurrente en el goce de su derecho o libertad conculcada, en la sentencia se prevendrá al órgano o servidor que no deberá incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso, y que, si procediere de modo contrario, cometerá el delito previsto y penado en el artículo 71 de esta Ley, todo sin perjuicio de las responsabilidades en que ya hubiere incurrido."

El  incumplimiento a las órdenes y sentencias de la Sala Constitucional, en aspectos atinentes al derecho de petición, puede acarrear las sanciones penales que establece la misma Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Así,:

"Artículo 71. - Se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo o de hábeas corpus, y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado."

"Artículo 72.- Se impondrá prisión de seis meses a tres años, o de sesenta a ciento veinte días multa, a quien diere lugar a que se acoja un nuevo recurso de amparo o de hábeas corpus, por repetirse en daño de las mismas personas las acciones, omisiones o amenazas que fueron base de un amparo anterior declarado procedente."

Adicionalmente, a lo supra señalado, el incumplimiento a las resoluciones de esta Sala, también puede acarrear correcciones disciplinarias. Así, la Ley que rige la Jurisdicción Constitucional indica:

" Artículo 53.- Firme la sentencia que declare procedente el amparo, el órgano o servidor responsable del agravio deberá cumplirla sin demora.

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su firmeza, la Sala se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél.

Al mismo tiempo, mandará abrir proceso contra el culpable o los culpables, y, pasadas otras cuarenta y ocho horas, contra el superior que no hubiere procedido conforme con lo expuesto, salvo cuando se trate de funcionarios que gocen de fuero privilegiado, en cuyo caso se comunicará al Ministerio Público para lo que proceda."

Los anteriores artículos de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, delimitan entonces, las consecuencias de índole administrativo como penal para los servidores que incurran en lesiones al derecho de obtener información o de documentación atinente a la actuación de las entidades o personas que cumplan funciones públicas o que administren recursos públicos, cuando así haya sido ordenado la Sala Constitucional.

Por su parte, la ley número 1581, denominada "Estatuto de Servicio Civil", publicada en el Alcance número 20 a La Gaceta número 121 del 31 de mayo de 1953, con rige a partir de la fecha de su publicación, establece: 

"Artículo 39.-  Son deberes de los servidores públicos:

a) Acatar esta ley y sus reglamentos y cumplir las obligaciones inherentes a sus cargos; "

En el artículo de cita, se obliga a los funcionarios del Poder Ejecutivo a observar el principio de legalidad, el cual, incluso abarcará, el derecho de petición y pronta resolución establecido por la Constitución Política.  

En los que se refiere a los aspectos penales, la ley número 4573, denominada "Código Penal", citado arriba, regula las los resultados punitivos cuando un funcionario se niegue a cumplir una obligación que jurídicamente le corresponde.  De esta manera, se establece:

" Artículo 332.- Incumplimiento de deberes.

 Será reprimido con veinte a sesenta días multa, el funcionario público que ilegalmente omitiere, rehusare hacer o retardare algún acto propio de su función.  "

De esta manera, y como corolario de lo anterior, la obligación de los funcionarios de resolver las gestiones presentadas por los particulares, tanto como peticiones puras y simples (reguladas en el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional), como la de resolver reclamos administrativos, para el reconocimiento de derechos subjetivos frente a la Administración, puede configurarse como una falta disciplinaria sancionable por la autoridad competente.  De esta manera, a falta de norma expresa que así lo señale, para determinado ente público, se aplica la "Ley General de la Administración Pública", citada supra, en el artículo 211 que dice:

"Artículo 211.-

1. El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto por otras leyes.

2. El superior responderá también disciplinariamente por los actos de sus inmediatos inferiores, cuando él y estos últimos hayan actuado con dolo o culpa grave.

3. La sanción que corresponda no podrá imponerse sin formación previa de expediente, con amplia audiencia al servidor para que haga valer sus derechos y demuestre su inocencia."

Se regula, entonces la falta disciplinaria sancionable al investigado según las circunstancias en que se haya desarrollado la situación irregular, tomándose en cuenta el dolo o culpa grave, con que actuó el servidor.  

También, la ley citada arriba, número 6227, denominada "Ley General de la Administración Pública", regula la responsabilidad del Servidor Público, en caso de que éste, actúe con dolo o culpa grave, con ocasión del desempeño de su función.  El Título Sétimo, Capítulo Segundo, Sección Primera, regula esta situación.  Así, se establece:

"Artículo 199.-

 1. Será responsable personalmente ante terceros el servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo.

 2. Estará comprendido en tales casos el funcionario que emitiere actos manifiestamente ilegales, y el que los obedeciere de conformidad con esta ley.

 3. Habrá ilegalidad manifiesta, entre otros casos, cuando la Administración se aparte de dictámenes u opiniones consultivos que pongan en evidencia la ilegalidad, si posteriormente se llegare a declarar la invalidez del acto por las razones invocadas por el dictamen.

 4. La calificación de la conducta del servidor para los efectos de este artículo se hará sin perjuicio de la solidaridad de responsabilidades con la Administración frente al ofendido."
3.4.o. 

Varios proyectos de ley han sido tramitados en la Asamblea Legislativa, tanto de reforma constitucional como de creación de Leyes, que propulsaban la participación ciudadana en la República de Costa Rica.  Sin embargo, por falta de consenso políticos, han sido relegados y archivados.  Se pretende en este aparte, exponer los puntos más relevantes de su contenido.  

Proyecto de Ley número 12.945 

Se pretendía la reforma a los artículos 33 y 123 de la Constitución Política de Costa Rica de 1949, sobre el tema de la Iniciativa Legislativa Popular.  Fue dictaminada favorablemente el 11 de noviembre de 1997, y en la que se pretende otorgar una mayor participación política al ciudadano costarricense. Se consideró la reforma constitucional como una medida para que "La iniciativa popular se convierta en una forma de cooperación directa de los ciudadanos con el Parlamento.", y la que posteriormente, debía ser desarrollada por una ley especial.  No obstante lo anterior, a falta de la reforma constitucional, no hay normativa que desarrollar. 

Proyecto de Ley. 13.258

Esta propuesta de normativa denominada "Ley General de Participación Ciudadana y Descentralización", pretendía dotar a los costarricenses de aquellos instrumentos democráticos de intervención en los asuntos de su territorio cantonal.  Para estos efectos, el artículo 8 establece dentro de sus principios básicos y generales, el siguiente: 


"a) Transparencia.  El Estado, sus instituciones, las municipalidades y las organizaciones de la sociedad civil están obligadas a actuar en forma transparente.  Además, deben publicar sus actuaciones, el manejo de los fondos públicos, los presupuestos y las personas responsables.  Las sesiones de los órganos directivos o colegiados deben estar abiertas al público;  en el caso de los municipios los miembros de la sociedad civil podrán participar según los reglamentos emitidos al efecto.  


b) Acceso a la información.  El Estado, las instituciones, los municipios y las organizaciones de la sociedad civil, los municipios y las organizaciones de la sociedad civil estarán obligados a hacer pública toda información relacionada con las actuaciones que, de una u otra forma, directa o indirectamente, legítima o ilegítimamente, pudiera afectar los intereses de particulares.  Para ello es obligatorio poner a disposición de los ciudadanos interesados o afectados, la documentación correspondiente.  Asimismo, estarán impedidos de ocultar, obstaculizar o por cualquier medio negar la información solicitada a los ciudadanos, en aquellos casos en los que sus intereses pudieran verse lesionados.  


…


e)  Accesibilidad a la función pública.  El Estado, las instituciones, los municipios y las organizaciones de la sociedad civil tendrán la obligación de crear los espacios y mecanismos necesarios para garantizar a los administrados un verdadero acceso a sus dependencias, oficinas, registros y bases de datos, a fin de hacer efectivo el principio de información y la verdadera participación ciudadana en la gestión gubernamental o de la organización civil.  


Los funcionarios de los entes mencionados en el párrafo anterior deberán capacitar e instruir a sus compañeros, a fin de evitar que realicen prácticas que obstaculicen o que de algún modo impidan un acceso fácil y expedito por parte de la sociedad civil a la gestión.  En el caso de los municipios toda comisión permanente o especial, creada al efecto, deberá contar con una tercera parte de sus miembros procedentes de la sociedad civil, propuestas por ternas de las organizaciones relacionadas y por miembros del concejo municipal."  

En este proyecto, se desarrollaba entre otras regulaciones, el derecho de petición y de obtener la información.  Así, por ejemplo el artículo 13 incisos h) y p), establece como un derecho del ciudadano:


"h) Recibir respuesta a sus inquietudes por parte de las oficinas de asuntos ciudadanos, establecidos en los Poderes del Estado, sus instituciones y en los municipios.  

p) Recibir respuesta a sus inquietudes dentro de los términos que establece la ley y en términos que respeten el debido proceso. "

Otros artículos de relevancia pueden indicarse el artículo 14, en el que creaba las oficinas de asuntos ciudadanos (OFACI).  

Se desarrolló también, un comité de vigilancia local para detectar manejos irregulares de fondos, al fiscalizar los programas y proyectos estatales, estableciendo, entre otros deberes.  De este modo, el artículo 77, de este proyecto de ley:   

"Artículo 77.-  Cuando se comprobare un caso o existencia duda razonable, se pasará el asunto al Ministerio Público para lo que corresponda o bien a la Contraloría General de la República, si así lo determinara el cuadro situacional."

También, el artículo 78 regula:

ARTICULO 78.-  Cuando las normas o procedimientos sean violados por el municipio, el Estado de forma directa o por medio de las instituciones competentes podrá: 

a) Solicitar a la municipalidad transgresora que subsane la situación observada.  

b) Requerir la corrección de actos contrarios a la constitución Política y a las leyes, cuando no se produzca respuesta el caso deberá denunciarse a quien corresponda.  

"ARTÍCULO 79.-  El caso anterior implicará la suspensión de los fondos correspondientes al gobierno municipal denunciado, hasta tanto no se resuelva la situación.  Sin embargo, los fondos, si así fuera, seguirán acumulándose en la cuenta del gobierno municipal, hasta que puedan ser utilizados nuevamente. " 

No se ha dispuesto, la configuración de falta disciplinaria, o de otras sanciones adicionales para esa conducta, o de esquemas novedosos sobre la materia.  

Proyecto de Ley No. 13.259

Esta propuesta de normativa denominada "Ley de Participación Ciudadana y Responsabilidad Popular", pretende dotar a los costarricenses de múltiples instrumentos para materializar la intervención de los costarricenses en la función que cumplen sus gobernantes.  Así, el artículo 10 dispone:


"Mecanismos.

 Los siguientes serán los mecanismos que -entre otros que se pueda utilizar y reglamentar con posterioridad- servirán para cumplir los fines y lograr los objetivos de la participación popular:

Las campañas de información y fomento (planes, resultados, etc.)

En este proyecto es autoriza a las organizaciones territoriales, como a todos los hombres y mujeres costarricenses  por nacimiento o naturalización, que expresen formalmente y por escrito, su deseo de ser inscritos como miembros de la organización territorial del cantón o distrito en que residen, y quienes tendrán, según el artículo 24, inciso f) que: 


"Vigilar y controlar tanto la prestación de los servicios públicos en su jurisdicción como las inversiones que realicen los municipios con recursos públicos.  En caso de encontrar en el ejercicio de sus funciones, irregularidades que así lo ameriten, deberán reportarlos de inmediato a la Contraloría General de la República, para lo que en Derecho corresponda."

En los que se refiere a la tipificación de sanciones de índole administrativo o penal, se remite a la legislación penal.  Así el artículo 24 sobre las funciones de las organizaciones territoriales, establece:


a) Vigilar la ejecución de los contratos de obra pública en su jurisdicción, y formular ante las autoridades competentes las recomendaciones que estimen convenientes para el mejor desarrollo de esos contratos. En el ejercicio de esta función las organizaciones territoriales podrán solicitar tanto a las autoridades respectivas como a las partes involucradas, los informes y demás documentos que requieran, quienes deben expedirlos dentro de los diez (10) días hábiles siguientes.  Su omisión injustificada constituye incumplimiento de deberes, previsto y sancionado en el Código Penal.

Este proyecto no establece sanciones de índole administrativa o penal directamente, o agravantes o atenuantes de la acción, u otro tipo de sanciones.  

Proyecto de Ley No. 13.401

Se refiere al proyecto de ley para reformar el artículo 90 de la Constitución Política, para estimular a los costarricenses pretende su participación y promover la descentralización del poder político; así como cambiar de una democracia representativa a una democracia participativa.  Se propuso que el artículo 90 estableciera:

"La ciudadanía es el conjunto de derechos y deberes políticos que corresponde a los costarricenses mayores de dieciocho años y que se ejercen a través del sufragio.

La iniciativa popular legislativa, el referendo, la consulta popular, el voto de censura y el cabildo abierto son los mecanismos para ejercer los derechos políticos de los ciudadanos.

La Constitución Política y la ley regularán cada uno de los mecanismos establecidos en el párrafo anterior."

No se regulan los aspectos señalados en el aparte 3.4.n

Proyecto de Ley No. 13.409

Con esta reforma constitucional también se pretende otorgar al ciudadano su intervención, en el Gobierno de la República a manera de que se institucionalice la Constitución Política, la participación que merece el ciudadano en un Estado Democrático.  


“  Artículo  9.-  El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable.  Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí:  Legislativo, Ejecutivo y  Judicial...”

No se regulan los aspectos señalados en los incisos i., ii, iii., iv. Del aparte 3.4.n

3.4.p

Al finalizar este diagnóstico, consideramos que en Costa Rica  existen suficientes normas jurídicas que son eficaces para que el ciudadano pueda accesar a la información que le interesa.

  El énfasis en este estudio se ha decantado desde la Constitución Política de la República de Costa Rica, vigente desde el 7 de noviembre de 1949 y la legislación que ha sido promulgada desde entonces.

Nuestra legislación no incorpora en su totalidad los avances tecnológicos, tal es el caso de los medios electrónicos de trasiego de información. Encontramos esfuerzos aislados que se han llevado a cabo en diferentes instituciones públicas del país, pero aún así, se está muy lejos de poder afirmar que el acceso a la información que contienen los departamentos públicos es la regla general.

En lo que se refiere a la comunicación de información y documentos públicos que concierne la actuación de las entidades públicas o personas que cumplen funciones públicas o administran recursos públicos, existe en buena medida, gracias a la existencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, un  acceso casi irrestricto. Ello obedece a que en cada caso concreto la Sala citada puede obligar a los funcionarios públicos a brindar la información que se quiera negar y sea procedente.

En consecuencia, nuestra legislación no ha desarrollado satisfactoriamente un cuerpo normativo uniforme sobre el acceso a la información por medios electrónicos. Por este motivo es necesario la aprobación de proyectos de ley en ese sentido. 

� Véase en ese sentido la sentencia numero 1655-97 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Véase la sentencia número 5530-93 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Véase la sentencia número 0249-91 del mismo tribunal constitucional


� Véase la sentencia número 2313-95 del mismo tribunal constitucional
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